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Sobre:  
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Panel integrado por su presidente, el Juez Steidel Figueroa, la Juez 
Cintrón Cintrón y la Juez Rivera Marchand 

 

Steidel Figueroa, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN  
 

En San Juan, Puerto Rico, a  23 de agosto de 2016. 

Radamés Núñez Vega, quien se encuentra bajo la custodia 

del Departamento de Corrección y Rehabilitación, comparece in 

forma pauperis y por derecho propio mediante el recurso de 

certiorari de epígrafe entregado a las autoridades correccionales el 

15 de junio de 2016. Nos solicita que revoquemos la resolución 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de 

Guayama [por sus siglas, “el TPI”], el 6 de abril de 2016 y 

notificada el 31 de mayo de igual año. En este dictamen, el TPI 

ordenó expedir sentencias enmendadas para corregir un error 

mecanográfico. Autorizamos la comparecencia según solicitada y 

disponemos de este recurso sin trámite ulterior. 

-I- 

El 31 de marzo de 2016 Radamés Núñez Vega presentó una 

petición ante el TPI al amparo de la regla 192.1 de Procedimiento 

Criminal, 34 LPRA Ap. II R 192.1. Alegó que en la sentencia 

condenatoria emitida en su contra el 16 de septiembre de 2009 se 

violentaron sus derechos civiles al referirse a él como “acusada” y 
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“convicta”. Adujo que su orientación sexual no debía ser expuesta 

por no tener nada que ver con los delitos que se le imputaban en 

las denuncias presentadas por el Ministerio Público ni por los 

cuales fue condenado a veinte años de reclusión. Solicitó al TPI 

que se le concediera una vista especial para dilucidar las 

cuestiones expuestas en su moción al amparo de la regla 192.1. 

El 6 de abril de 2016 TPI ordenó que se enmendaran las 

sentencias en cuestión para corregir el error en cuanto a la 

referencia a Núñez Vega como “acusada” y “convicta” por 

“acusado” y “convicto”. No conforme, el peticionario recurre ante 

este Tribunal con este recurso de certiorari. Sin formular 

propiamente un señalamiento de error, alega, en esencia, que el 

TPI incidió al no conceder una vista para dilucidar los méritos de la 

moción presentada al amparo de la regla 192.1. Aduce que las 

expresiones de las denuncias y las sentencias no constituyeron un 

mero error mecanográfico, sino que eran irrespetuosas, 

difamatorias y discriminatorias. Afirma que a raíz de las 

expresiones la sentencia condenatoria que pesa en su contra 

estaba sujeta a ataque colateral. Resolvemos este recurso, sin 

trámite ulterior, conforme lo permite la la regla 7(B)(5) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 

7(B)(5). 

-II- 

De ordinario, una sentencia válida no se puede modificar, 

salvo que fuese ilegal o nula por haberse impuesto en contra de la 

ley penal. Pueblo v. Pérez Rivera, 129 DPR 306, 322 (1991); Pueblo 

v. Tribunal Superior, 91 DPR 539, 541 (1964). Ahora bien, la regla 

192.1 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II R 192.1, autoriza 

a un sentenciado a reclusión a solicitar mediante moción —

presentada en la sede del Tribunal sentenciador— que la sentencia 

condenatoria emitida en su contra sea anulada, dejada sin efecto o 
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corregida. De proceder en derecho la solicitud al amparo de esta 

regla procesal, el Tribunal podrá discrecionalmente dejar sin efecto 

la sentencia, ordenar la excarcelación del convicto, emitir una 

nueva sentencia o conceder un nuevo juicio. Pueblo v. Ruiz Torres, 

127 DPR 612, 613-614 (1990). 

Los fundamentos que pueden ser planteados en la moción al 

amparo la regla 192.1 son los siguientes: (1) que la sentencia 

condenatoria haya sido impuesta en violación de la Constitución o 

las Leyes de Puerto Rico, la Constitución o de los Estados Unidos; 

(2) el tribunal no tenía jurisdicción para imponerla; (3) la sentencia 

excede de la pena prescrita por la ley; o, (4) la sentencia está sujeta 

a ataque colateral por cualquier motivo. Véase, Pueblo v. Ortiz 

Couvertier, 132 DPR 883, 893 (1993).  

Para solicitar la revisión de una sentencia bajo el mecanismo 

de la regla 192.1, solo pueden hacerse planteamientos de derecho, 

por lo que no se pueden formular señalamientos sobre errores de 

hecho. Pueblo v. Marcano Parrilla, 152 DPR 557, 569 (2000); Pueblo 

v. Ortiz Couvertier, 132 DPR en la pág. 896. Una petición al amparo 

de la regla 192.1 puede ser presentada en cualquier momento, 

incluso cuando la sentencia haya advenido final y firme. Pueblo v. 

Pérez Adorno, 178 DPR en la pág. 965; Pueblo v. Román Mártir, 169 

DPR 809, 824 (2007). 

-III- 

En el recurso de epígrafe Radamés Núñez Vega alega que el 

TPI debió conceder una vista para dilucidar los méritos de la 

moción presentada al amparo de la regla 192.1. Aduce que las 

expresiones de las denuncias y las sentencias no constituyeron un 

mero error mecanográfico, sino que fueron irrespetuosas, 

difamatorias y discriminatorias.  

Nuestro análisis independiente de las particularidades de 

este caso nos convence de que, el foro primario no abusó de su 
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discreción al denegar de plano la solicitud del peticionario, es 

decir, sin la celebración de una vista probatoria. Como el 

procedimiento provisto por la regla 192.1 es uno de naturaleza 

civil, semejante al recurso de habeas corpus, separado e 

independiente del procedimiento criminal cuya sentencia se 

impugna, es el peticionario quien tiene el peso de la prueba para 

demostrar que tiene derecho al remedio solicitado. Le corresponde 

poner al tribunal en condiciones de resolver, a través de datos y 

argumentos de derecho concretos, que es imperiosa la celebración 

de una vista para atender sus planteamientos a tenor con la regla 

192.1. Pueblo v. Román Mártir, 169 DPR 809, 824 (2007). De este 

modo, el Tribunal sentenciador puede disponer sumariamente de 

la petición al amparo de la regla 192.1, o rechazarla de plano, si de 

su faz “la moción y los autos del caso concluyentemente 

demuestran que la persona no tiene derecho a remedio alguno”. 

Pueblo v. Román Mártir, 169 DPR, en la pág. 826.  

Un análisis minucioso de este recurso nos lleva a concluir 

que el vehículo procesal utilizado por el peticionario tanto en el 

foro primario como en este foro apelativo no es adecuado para 

dilucidar un presunto discrimen por orientación sexual. Ante la 

petición de Núñez Vega, el juez de primera instancia hizo lo que 

conforme al ordenamiento procesal vigente tenía a su alcance, esto 

es, corregir el error de forma en las sentencias condenatorias.  

Nótese que el mecanismo procesal de la regla 192.1 de 

Procedimiento Criminal que permite dejar sin efecto o corregir una 

sentencia condenatoria requiere que se acredite la existencia de 

alguna de las circunstancias allí previstas, ninguna de las cuales 

acredita Núñez Vega en su solicitud. Por lo tanto, tras la corrección 

mecanográfica ordenada por el TPI, a la luz de lo planteado, no hay 

otro remedio que se puede proveer. 
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-IV- 

Por los fundamentos expuestos, DENEGAMOS el auto de 

certiorari solicitado. 

Instruimos al Secretario del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación a entregar copia de esta resolución al peticionario, 

en cualquier institución donde este se encuentre.  

Así lo acordó el Tribunal y lo certifica. 

 

 

                  Dimarie Alicea Lozada 
               Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


